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Tribunal de Transparencia y Acceso a la  
Información Pública 

 

Resolución 001193-2023-JUS/TTAIP-PRIMERA SALA 
 

Expediente : 01006-2023-JUS/TTAIP 
Recurrente : HENRY ALBERT COARITA COARITA 
Entidad : MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE SAN ROMÁN JULIACA 
Sumilla :  Declara fundado recurso de apelación 

 
Miraflores, 12 de mayo de 2023 

 
VISTO el Expediente de Apelación N° 01006-2023-JUS/TTAIP de fecha 3 de abril de 2023, 
interpuesto por HENRY ALBERT COARITA COARITA contra la denegatoria por silencio 
administrativo negativo por parte de la MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE SAN ROMÁN 
JULIACA, respecto de su solicitud de acceso a la información pública presentada con 
fecha 10 de marzo de 2023.  
 
CONSIDERANDO:  
 
 
I. ANTECEDENTES 

  
Con fecha 10 de marzo de 2023, el recurrente solicitó a la entidad la siguiente 
información: “Copia y/o impresión del registro de asistencia debidamente sellada, por 
los cuales se evidencia el ingreso y salida del centro de trabajo de los trabajadores: 
OMAR INDALECIO QUISPE QUISPE, YEDY LEON APAZA, MARÍA DEL CARMEN 
MOGROVEJO VELARDE, HUMBERTO MACHACA LERMA, todo desde el inicio de la 
relación laboral de dichos trabajadores hasta la actualidad”. 
 
La entidad no absolvió el pedido en ningún sentido.  
 
Con fecha 3 de abril de 2023, la recurrente presentó ante esta instancia o el recurso de 
apelación materia de análisis, al considerar denegada su solicitud en aplicación del 
silencio administrativo negativo. 
 
 
Mediante la Resolución N° 00945-2023-JUS/TTAIP-PRIMERA SALA, de fecha 20 de 
abril de 20231, se admitió a trámite el citado recurso impugnatorio y se requirió a la 
entidad remita el expediente administrativo correspondiente y formule sus descargos.  
 
 
 
 

 
1  Notificada el 27 de abril de 2023.  
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Frente a ello, con fecha 11 de mayo de 2023, la entidad remite el Oficio N° 070-2023-
MPSR-J/GSG expediente administrativo.  

 
II. ANÁLISIS 

 
El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera y 
a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el 
pedido, con excepción de aquellas informaciones que afectan la intimidad personal y las 
que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
En este marco, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo N° 
021-2019-JUS2, establece que toda información que posea el Estado se presume 
pública, salvo las excepciones de ley, teniendo las entidades la obligación de entregar 
la información que demanden las personas en aplicación del principio de publicidad.  
 
Por su parte, el artículo 10 del citado cuerpo normativo dispone que las entidades de la 
Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si se 
refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control; asimismo, para 
los efectos de la referida ley, se considera como información pública cualquier tipo de 
documentación financiada por el presupuesto público que sirva de base a una decisión 
de naturaleza administrativa, así como las actas de reuniones oficiales. 
 
Cabe anotar que el segundo párrafo del artículo 13 del mismo cuerpo normativo, 
establece que la denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser 
fundamentada por las excepciones de ley, agregando el primer párrafo del artículo 18 
de la referida norma que las excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 del 
mismo texto son los únicos supuestos en los que se puede limitar el derecho al acceso 
a la información pública, por lo que deben ser interpretadas de manera restrictiva por 
tratarse de una limitación a un derecho fundamental. 
 
 
2.1 Materia en discusión 

 
De autos se aprecia que la controversia radica en determinar si la información 
solicitada por la recurrente fue atendida conforme lo exige la Ley de Transparencia. 
 

2.2 Evaluación  
 

Sobre el particular, toda documentación que obra en el archivo o dominio estatal es 
de carácter público para conocimiento de la ciudadanía por ser de interés general, 
conforme lo ha subrayado el Tribunal Constitucional en el Fundamento 5 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 4865-2013-PHD/TC indicando: 
 
“La protección del derecho fundamental de acceso a la información pública no solo 
es de interés para el titular del derecho, sino también para el propio Estado y para 
la colectividad en general. Por ello, los pedidos de información pública no deben 
entenderse vinculados únicamente al interés de cada persona requirente, sino 

 
2  En adelante, Ley de Transparencia. 
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valorados además como manifestación del principio de transparencia en la actividad 
pública. Este principio de transparencia es, de modo enunciativo, garantía de no 
arbitrariedad, de actuación lícita y eficiente por parte del Estado, y sirve como 
mecanismo idóneo de control en manos de los ciudadanos.”  
 
Al respecto, el artículo 3 de la Ley de Transparencia, que consagra expresamente 
el Principio de Publicidad, establece que “Toda información que posea el Estado se 
presume pública, salvo las excepciones expresamente previstas por (…) la 
presente Ley”. Es decir, establece como regla general la publicidad de la 
información en poder de las entidades públicas, mientras que el secreto es la 
excepción. 
 
En esa línea, el Tribunal Constitucional en el Fundamento 8 de la sentencia recaída 
en el Expediente N° 02814-2008-PHD/TC, ha señalado respecto del mencionado 
Principio de Publicidad lo siguiente: 

 
“(…) Esta responsabilidad de los funcionarios viene aparejada entonces con el 
principio de publicidad, en virtud del cual toda la información producida por el Estado 
es, prima facie, pública. Tal principio a su vez implica o exige necesariamente la 
posibilidad de acceder efectivamente a la documentación del Estado”. 
 
Dentro de ese contexto, el tercer párrafo del artículo 13 de la Ley de Transparencia 
establece que la solicitud de información no implica la obligación de las entidades 
de la Administración Pública de crear o producir información con la que no cuenten 
o no tengan obligación de contar al momento de efectuarse el pedido, en tal sentido, 
efectuando una interpretación contrario sensu, es perfectamente válido inferir que 
la Administración Pública tiene el deber de entregar la información con la que cuenta 
o aquella que se encuentra obligada a contar.  
 
En el caso de autos, el recurrente solicitó a la entidad “Copia y/o impresión del 
registro de asistencia debidamente sellada, por los cuales se evidencia el ingreso y 
salida del centro de trabajo de los trabajadores: OMAR INDALECIO QUISPE 
QUISPE, YEDY LEON APAZA, MARÍA DEL CARMEN MOGROVEJO VELARDE, 
HUMBERTO MACHACA LERMA, todo desde el inicio de la relación laboral de 
dichos trabajadores hasta la actualidad”. 
 
Que, del expediente administrativo se aprecia que la entidad habría dado respuesta 
al recurrente mediante el documento denominado “CARTA DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA N° 119-2023-MPSR-J/GSG” dirigida al correo 
electrónico del recurrente. 
 
Al respecto se den mencionar que respecto a las comunicaciones cursadas vía 
correo electrónico, el numeral 20.4 del artículo 20 de Texto Único Ordenado de 
la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por el 
Decreto Supremo N° 004-2019-JUS3, establece que: 
“20.4. El administrado interesado o afectado por el acto que hubiera consignado 

en su escrito alguna dirección electrónica que conste en el expediente puede 

ser notificado a través de ese medio siempre que haya dado su autorización 

expresa para ello. Para este caso no es de aplicación el orden de prelación 

dispuesto en el numeral 20.1. 

 
3  En adelante, Ley N° 27444. 
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La notificación dirigida a la dirección de correo electrónico señalada por el 

administrado se entiende válidamente efectuada cuando la entidad reciba la 

respuesta de recepción de la dirección electrónica señalada por el administrado 

o esta sea generada en forma automática por una plataforma tecnológica o 

sistema informático que garantice que la notificación ha sido efectuada (…)” 

(subrayado agregado). 

Que, en los anexos remitidos por la entidad si bien se advierte el documento 

denominado “CARTA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA N° 119-2023-

MPSR-J/GSG”, sin embargo, no se aprecia que exista el correo electrónico ni la 

confirmación de recepción de la remisión por parte de la administrada, o una 

respuesta automática emitida por un sistema informatizado o el servidor del correo 

electrónico institucional de confirmación de envío, conforme lo exige el numeral 20.4 

artículo 20 de la Ley N° 27444, por lo que este colegiado no puede tener por bien 

notificado al recurrente con la respuesta de la entidad al no existir evidencia 

indubitable de su entrega. 

 
No obstante ello se aprecia que de la información que la entidad pretende entregar 
en el documento denominado “CARTA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA N° 119-2023-MPSR-J/GSG”, se advierte el Informe 225-2023-MPSR-
J/COAS del 20 de marzo de 2023 en el que se indica lo siguiente:  
 
“(…) el recurrente solicita la información solicitada "COPIA O IMPRESIÓN DEL 
REGISTRO DE ASISTENCIA, SALIDA DEL CENTRO DE TRABAJO DE LOS 
TRABAJADORES OMAR INDALECIO QUISPE PONCE, YEDY LEÓN APAZA, 
MARIA DEL CARMEN MOGROVEJO VELARDE, HUMBERTO MACHACA 
LERMA, TODO DESDE EL INICIO DE LA RELACION LABORAL DE DICHOS 
TRABAJADORES HASTA LA ACTUALIDAD". Sin embargo, se puede observar que 
de la referida solicitud, el recurrente No precisa la finalidad por la cual solicita dicha 
información, y tratándose de terceras personas. De conformidad con lo señalado 
por el T.U.O de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, 
Decreto Supremo 004-2019-JUS, Artículo 71, numeral 71.1, señala: Si durante 
la tramitación de un procedimiento es advertida la existencia de terceros 
determinados no comparecientes cuyos derechos o intereses legítimos 
puedan resultar afectados con la resolución que sea emitida, dicha 
tramitación y lo actuado les deben ser comunicados mediante citación al 
domicilio que resulte conocido, sin interrumpir el procedimiento. 
Consecuentemente, Sugiero que, dichas Terceras personas, sean 
previamente notificadas con la solicitud del recurrente, a fin de que tomen 
conocimiento, y no incurrir en responsabilidad”. 
 
Al respecto se debe mencionar que cuando se solicita determinada información 
sobre un servidor público, debe quedar protegida por el derecho a la intimidad, no 
basta con aludir a que dicha información corresponde a su vida privada, sino que 
es preciso examinar si dicha información puede tener alguna relevancia para el 
interés público, como sucede con los datos sobre remuneraciones u otros beneficios 
económicos, viáticos, hojas de vida, evaluaciones de desempeño, procedimientos 
disciplinarios, entre otros.  
 
Siendo esto así, es preciso hacer mención que en la Administración Pública en 
general, se encuentra regulada la obligatoriedad de implementar un sistema de 
control de asistencia, ingreso y salida del personal, a fin de supervisar el 
cumplimiento de su horario de trabajo. 
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En cuanto a ello, es importante tener en consideración que lo señalado por el 
Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en el Expediente N° 04852-2019-
PHD/TC, relacionada con el requerimiento de información referida a la asistencia 
de un funcionario público (sea que esté contenida en un reporte, tarjeta de 
marcación u otro documento) incluyendo la hora de ingreso y salida, así como las 
salidas y retornos al centro laboral era información pública, conforme a lo expresado 
en el Fundamento 11 de dicha resolución: 
“(…) 
11. En el caso de autos, el recurrente solicita que se le informe si el funcionario 

público, don Walter Ítalo Herrera Yparraguirre, procurador público de la citada 

comuna, desempeñó sus funciones regularmente en enero de 2017, y si registró su 

asistencia en dicho mes, así como sus salidas y retornos al centro laboral dentro de 

la jornada de trabajo. De ser positiva la respuesta, solicita que se le remita en 

formato pdf el reporte, la tarjeta de marcación u otro documento en el que se haya 

registrado el récord de asistencia diaria (hora de ingreso y hora de salida), así como 

las salidas y retornos al centro laboral dentro de la jornada de trabajo, 

correspondiente al referido período. Al respecto, este Tribunal entiende que dicha 

información está relacionada con acciones inherentes a la naturaleza de la 

Municipalidad Distrital de Florencia de Mora, en su rol de control de la asistencia de 

sus trabajadores, por lo que constituye información pública. Por otra parte, se 

advierte que la divulgación de la información requerida no vulnera las excepciones 

previstas en los artículos 15, 16 y 17 del TUO de la Ley 27806, de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública, caso en el cual podría justificarse una respuesta 

negativa” (subrayado agregado).  

 

Adicionalmente a ello, se colige que el registro de asistencia del personal de la 

entidad, determinará el pago de remuneraciones, lo que además constituye una 

actuación de la Administración pública de índole presupuestal.   

 

Siendo ello así, en tanto la asistencia y la salida justificada de los trabajadores, así 

como la programación de turnos, determinará la disposición de los fondos públicos 

por parte de la Administración Pública, esta tendrá una relevancia pública conforme 

al Fundamento 28 de la sentencia recaída en el Expediente N° 4407-2007-PHD/TC, 

emitida por el Tribunal Constitucional: 

 
“(...) 

28.  […] uno de los mecanismos más efectivos de prevención de la lucha contra 

la corrupción es la publicación periódica, detallada y completa de los ingresos y 

rentas de los funcionarios y servidores públicos, ya que, al estar disponible dicha 

información, los incentivos para malversar los fondos públicos disminuirían 

considerablemente ante la amenaza de ser descubierto; ya no solamente por las 

autoridades gubernamentales encargadas de procesar, almacenar y fiscalizar dicha 

información, o por las autoridades jurisdiccionales correspondientes; sino por 

cualquier persona interesada en obtener dicha información” (subrayado agregado).  

Sumado a ello, dicho colegiado, en el Fundamento 8 de la sentencia recaída en el 

Expediente N° 04665-2014-HD/TC, resaltó la importancia de la participación 

ciudadana en el gasto público:  

“(...) 
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8. [s]olo una ciudadanía informada puede participar plenamente en el 

establecimiento de prioridades del gasto público, gozar de acceso equitativo a los 

servicios esenciales que el Estado tiene el deber de proveer y evaluar las decisiones 

de quienes gestionan el presupuesto público” (subrayado agregado). 

Además, en la medida que conocer el ingreso y salida del personal determina una 
decisión de índole presupuestal por parte de la Administración Pública, esta debe 
estar bajo la fiscalización ciudadana como lo indicó el Tribunal Constitucional, en el 
Fundamento 3 de la sentencia recaída en el Expediente N° 04912-2008-PHD/TC: 

“(…) 

3. El tener acceso a los datos relativos al manejo de la res pública resulta 

esencial para que exista una opinión pública verdaderamente libre que pueda 

fiscalizar adecuadamente la conducta de los gobernantes. O como ya se ha 

expresado por este Tribunal, es consustancial al régimen democrático, que reposa 

en la soberanía del pueblo y el respeto de la dignidad de las personas. Sin la 

efectiva vigencia de este derecho, no solo puede verse afectado el proyecto de vida 

o el interés individual de la persona a quien se le denegó la información, sino a la 

sociedad en su conjunto, puesto que no tendría forma de ejercer la fiscalización de 

la actividad administrativa del Estado. Con ello se pone de manifiesto de manera 

más clara aun la interrelación del interés individual y el interés social, tan propio de 

los derechos fundamentales. Por eso se ha llegado a decir –no en términos de 

legitimidad desde luego- que “Cuando se le impide a un ciudadano el ejercicio de 

un derecho fundamental, la comunidad entera resulta afectada” [HÄBERLE, Peter. 

La libertad fundamental en el Estado Constitucional. Lima; Fondo editorial de la 

PUCP. p. 64” (subrayado agregado).  

En ese sentido, dicho colegiado, en el Fundamento 3 de la sentencia recaída en el 

Expediente N° 07440-2005-HD/TC, también señaló que el acceso a la información 

pública permite el control ciudadano de los funcionarios y servidores públicos, así 

como la supervisión de la gestión pública con la finalidad de transparentarla: 

“(…) 

3. (...) Un derecho [derecho de acceso a la información pública] como este nos 

permite controlar la gestión pública, más aún cuando, según el artículo 39 de la 

Norma Fundamental, todos los funcionarios y servidores están al servicio de la 

nación, obligación de la cual no pueden sustraerse quienes laboran en la ONP. 

La información pública es necesaria para la formación de la opinión y la 

construcción de un debate informado, lo cual redunda en la posibilidad de la 

participación ciudadana en los asuntos públicos y en el fomento de la transparencia 

en la gestión del Estado, mejorando la calidad de sus instituciones y contribuyendo 

a su eficiencia” (Subrayado agregado). 

 
Además, en el Fundamento 7 de la sentencia recaída en el Expediente N° 01550-
2017-PHD/TC, el Tribunal Constitucional estableció que: 
 
“(...) 

7.  (...)entiende que toda información relacionada con el uso de los recursos 

públicos debe ser transparente y que todo funcionario público debe observar un 

especial deber de cuidado respecto al patrimonio del Estado”. (subrayado 

agregado). 
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Finalmente, cabe agregar que conforme al Fundamento 7 de la sentencia recaída 
en el Expediente N° 05777-2008-PHD/TC, el Tribunal Constitucional determinó que 
el acceso a la información pública es: 
 
“(…) 

7.  (...) consustancial a un régimen democrático dado que la creación de un 

Estado democrático reposa precisamente en la idea de control de los ciudadanos 

sobre la Administración Pública” (subrayado agregado).  

Por lo antes mencionado, debiendo la fiscalización y el control ciudadano del uso 

de los fondos públicos, así como la supervisión de la actuación de la Administración 

Pública tiene especial relevancia individual y social.  

De otro lado, cabe mencionar que dicha sentencia no constituye un precedente 

vinculante de obligatorio cumplimiento conforme a lo establecido en el artículo VII 

del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional4, en tanto no se estableció 

en dicha causa una regla de aplicación futura para casos iguales5.  

Además, para este Tribunal dicho pronunciamiento tampoco supone doctrina 
jurisprudencial, bajo el tenor del artículo VI de dicho Código6, debido a que no 
contiene un criterio interpretativo establecido de manera reiterada y uniforme en 
diversas decisiones jurisdiccionales7.  

En consecuencia, corresponde estimar el recurso de apelación presentado por la 
recurrente y ordenar a la entidad que proceda a la entrega de la información pública 
requerida8, teniendo presente el Precedente Vinculante de este Tribunal mediante 
la Resolución N° 002906-2021-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA de fecha 30 de 
diciembre de 20219, el cual establece: “El costo de reproducción únicamente 
corresponde al gasto directa y exclusivamente vinculado con la reproducción de la 
información solicitada, excluyendo cualquier cobro por la entrega del o los 
documentos que contengan la respuesta a la solicitud del administrado, ya sea que 
dicha respuesta sea negativa o positiva”. 

 

 
4  “Artículo VII.- Precedente 

Las sentencias del Tribunal Constitucional que adquieren la autoridad de cosa juzgada constituyen precedente vinculante 
cuando así lo exprese la sentencia, precisando el extremo de su efecto normativo. Cuando el Tribunal Constitucional 
resuelva apartándose del precedente, debe expresar los fundamentos de hecho y de derecho que sustentan la sentencia 
y las razones por las cuales se aparta del precedente”. 

5  Al respecto, el Tribunal Constitucional en el Fundamento S/N de la sentencia recaída en el Expediente N° 0024-2003-

AI/TC señaló que “(…) el precedente constitucional vinculante es aquella regla jurídica expuesta en un caso particular y 
concreto que el Tribunal Constitucional decide establecer como regla general; y, que, por ende, deviene en parámetro 
normativo para la resolución de futuros procesos de naturaleza homóloga”.  

6  “Artículo VI. - Control Difuso e Interpretación Constitucional 

(…) Los Jueces interpretan y aplican las leyes o toda norma con rango de ley y los reglamentos según los preceptos y 
principios constitucionales, conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el 
Tribunal Constitucional”. 

7  Al respecto, el profesor César Landa determinó que “(…) en la doctrina jurisprudencial se requiere una pluralidad de 

sentencias orientadas en el mismo sentido interpretativo de un derecho fundamental o de una norma, para que sea 
exigible su cumplimiento”. Ver LANDA, César: “Los precedentes vinculantes: el caso del Perú”, en Anuario 
Iberoamericano de Justicia Constitucional. Madrid, 2010, p. 209. Asimismo, Úrsula Indacochea explicó que “(…) la 
expresión ‘doctrina jurisprudencial’ no podría utilizarse para hacer referencia a una única sentencia constitucional, sino a 
una pluralidad de ellas, de las que se pueda desprender -por reiteración- determinada interpretación común de los 
preceptos y principios constitucionales”. Ver INDACOCHEA, Úrsula: “La doctrina jurisprudencial y el precedente 
constitucional vinculante: una aproximación a la jurisprudencia constitucional desde la teoría de las fuentes del derecho”, 
en Themis Revista de Derecho, No. 67, 2015, p. 317. 

8  Salvaguardando, de ser el caso, la información protegida por las excepciones contempladas en la Ley de Transparencia, 
bajo los parámetros de interpretación restrictiva contemplados en el artículo 18 del mismo cuerpo legal. 

9     https://www.gob.pe/institucion/minjus/normas-legales/3701526-002906-2021-jus-ttaip-segunda-sala. 
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Finalmente, en virtud de lo dispuesto en los artículos 30 y 35 del Reglamento de la Ley de 
Transparencia, en aplicación de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, corresponde a cada 
entidad determinar la responsabilidad en que eventualmente hubieran incurrido sus 
funcionarios y/o servidores por la comisión de presuntas conductas infractoras a las normas 
de transparencia y acceso a la información pública. 
 
Asimismo, el artículo 4 de la Ley de Transparencia, señala que todas las entidades de la 
Administración Pública quedan obligadas a cumplir lo estipulado en la presente norma y 
que los funcionarios o servidores públicos que incumplieran con las disposiciones a que se 
refiere esta Ley serán sancionados por la comisión de una falta grave, pudiendo ser incluso 
denunciados penalmente por la comisión de delito de Abuso de Autoridad a que hace 
referencia el artículo 376 del Código Penal.  
 
Además, el artículo 368 del Código Penal establece que el que desobedece o resiste la 
orden legalmente impartida por un funcionario público en el ejercicio de sus atribuciones, 
salvo que se trate de la propia detención, será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de tres ni mayor de seis años. 
 
 
De conformidad con el artículo 6 y el numeral 1 del artículo 7 del Decreto Legislativo N° 
1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, Fortalece el Régimen de Protección de Datos Personales y la 
Regulación de la Gestión de Intereses; 
 
SE RESUELVE:  
 
Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de apelación presentado por HENRY 
ALBERT COARITA COARITA; y, en consecuencia, ORDENAR al MUNICIPALIDAD 
PROVINCIAL DE SAN ROMÁN JULIACA que efectúe la entrega de la información pública 
solicitada, o acreditar la recepción de su atención; bajo apercibimiento de que la Secretaría 
Técnica de esta instancia, conforme a sus competencias, remita copia de los actuados al 
Ministerio Público en caso se reporte su incumplimiento, en atención a lo dispuesto por los 
artículos 368 y 376 del Código Penal. 
 
Artículo 2.- SOLICITAR al MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE SAN ROMÁN JULIACA 
que, en un plazo máximo de siete (7) días hábiles, acredite el cumplimiento de lo dispuesto 
en la presente resolución. 
 
Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS. 
 
Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a HENRY ALBERT 
COARITA COARITA y al MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE SAN ROMÁN JULIACA, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 18 de la norma antes citada.   
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Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.minjus.gob.pe).  
 
 
 
 
 

 
 

ULISES ZAMORA BARBOZA 
Vocal Presidente 

 
 
 
 
 
 
 

LUIS AGURTO VILLEGAS                                            TATIANA VALVERDE ALVARADO 
                 Vocal                                                                                       Vocal 
 
 
 
 
vp:lav 
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